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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO DE JUSTICIA
 14492 REAL DECRETO 889/2005, de 22 de julio, por el 

que se establece la separación de juzgados de 
primera instancia y juzgados de instrucción en 
el partido judicial de Reus, Tarragona.

El artículo 21.1 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, 
de demarcación y de planta judicial, dispone que el 
Gobierno, a propuesta del Consejo General del Poder 
Judicial y con el informe previo de las comunidades autó-
nomas con competencias transferidas en materia de justi-
cia, podrá establecer la separación entre juzgados de pri-
mera instancia y juzgados de instrucción en aquellos 
partidos judiciales en los que el número de juzgados de 
primera instancia e instrucción así lo aconseje.

El partido judicial de Reus cuenta con el número de órga-
nos judiciales que aconsejan esta medida. Y, por ello, el Con-
sejo General del Poder Judicial ha efectuado la preceptiva 
propuesta de separación de juzgados de primera instancia y 
de juzgados de instrucción en dicho partido judicial.

Con esta separación se pretende mejorar la Adminis-
tración de justicia en el partido judicial de Reus y conseguir 
mayor eficacia en la tramitación y resolución de asuntos. 
Hay que tener en cuenta, además, que la entrada en vigor, 
el 8 de enero de 2001, de la nueva Ley de Enjuiciamiento 
Civil ha supuesto un cambio importante en todos los juzga-
dos de primera Instancia, al exigir al juez un nuevo papel 
en el proceso civil que en partidos judiciales como aquellos 
a los que esta disposición afecta puede más fácilmente 
desempeñarse con la separación de jurisdicciones.

Otra consecuencia de la separación de juzgados es la 
especialización de algún juzgado de primera instancia en 
derecho de familia. La propuesta de especialización, 
según lo establecido en el artículo 98 de la Ley Orgáni-
ca 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en el artícu-
lo 16.2 del Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspec-
tos accesorios de las actuaciones judiciales, aprobado por 
Acuerdo del Consejo General del Poder Judicial de la 
misma fecha, no puede realizarse sin efectuar, previa-
mente, la separación entre juzgados de primera instancia 
y juzgados de instrucción.

Por otra parte, como consecuencia de la entrada en 
vigor de los títulos IV y V de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de medidas de protección integral contra la 
violencia de género, el día 29 de junio de 2005 el Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción número 9 de Reus com-
patibiliza las materias del artículo 87 ter de la Ley Orgá-
nica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con las del 
resto del orden jurisdiccional penal-civil de su partido 
judicial. A partir de la fecha de efectividad de la separa-
ción de los juzgados de primera instancia e instrucción 
del partido judicial de Reus, el Juzgado de Instrucción 
número 4 será el que compatibilice dichas materias.

Asimismo, la profunda modificación realizada en el 
proceso penal por la Ley Orgánica 8/2002, de 24 de octu-
bre, complementaria de la Ley de reforma parcial de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento 

para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determina-
dos delitos y faltas, y de modificación del procedimiento 
abreviado, y por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de 
reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e 
inmediato de determinados delitos y faltas, y de modifica-
ción del procedimiento abreviado, exige también que los 
juzgados de instrucción sean atendidos por jueces espe-
cializados en este orden jurisdiccional penal.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 22 de julio de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Separación de juzgados de primera instancia 
e instrucción en juzgados de primera instancia y de 
instrucción.

Se establece la separación de juzgados de primera 
instancia y de juzgados de instrucción, con efectividad del 
día 1 de septiembre de 2005, para los juzgados del partido 
judicial de Reus: 

Juzgados de Primera Instancia
 e Instrucción Nueva denominación

  

Número 1 de Reus. De Instrucción número 1 de 
Reus.

Número 2 de Reus. De Instrucción número 2 de 
Reus.

Número 3 de Reus. De Primera Instancia número 3 
de Reus.

Número 4 de Reus. De Primera Instancia número 4 
de Reus.

Número 5 de Reus. De Primera Instancia número 5 
de Reus.

Número 6 de Reus. De Primera Instancia número 1 
de Reus.

Número 7 de Reus. De Primera Instancia número 2 
de Reus.

Número 8 de Reus. De Instrucción número 3 de 
Reus.

Número 9 de Reus. De Instrucción número 4 de 
Reus.

 Artículo 2. Relaciones de puestos de trabajo del perso-
nal al servicio de la Administración de justicia.

La relación de puestos de trabajo inicial de secretarios 
judiciales y de los funcionarios de los Cuerpos de Gestión 
Procesal y Administrativa, de Tramitación Procesal y de 
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ANEXO

«ANEXO VI

Juzgados de primera instancia e instrucción 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CASTILLA-LA MANCHA

 14493 LEY 4/2005, de 24 de mayo, del Servicio Social 
Especializado de Mediación Familiar.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La mediación es una forma de resolución extrajudicial 
de conflictos entre las personas, caracterizada por la 

Auxilio Judicial de los nuevos órganos judiciales será la que 
tengan en el momento de la efectividad de la separación.

Disposición adicional única. Modificación de anexos.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21.3 de 
la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de demarcación y de 
planta judicial, su anexo VI queda modificado en la forma 
en que se expresa en el anexo de este real decreto.

Disposición final primera.  Habilitación.

Se faculta al Ministro de Justicia para adoptar en el 
ámbito de su competencia cuantas medidas exija la ejecu-
ción de este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Palma de Mallorca, el 22 de julio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR

Provincia
Partido
judicial
número

Primera
Instancia Instruc., Primera Instancia 

e Instrucción

     
Cataluña

Tarragona. 1 – – 7  Servidos por 
Magistrados.

2 5 4 –  Servidos por 
Magistrados.

 3 – – 2
 4 – – 2
 5 – – 1
 6 7 6 –
 7 – – 4
 8 – – 1

   Total  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 39»

intervención de una tercera parte, neutral e imparcial res-
pecto de las partes en controversia, que las auxilia en la 
búsqueda de una solución satisfactoria para ambas. 
Constituye una manifestación particular de un más amplio 
movimiento de identificación y puesta en práctica de 
mecanismos no judiciales de solución de controversias, 
conocido desde hace décadas en los países de tradición 
anglosajona y que en tiempos más recientes ocupa la 
atención de los Estados continentales y de la propia 
Unión Europea, como acredita la aprobación por la Comi-
sión del Libro Verde sobre las modalidades alternativas 
de solución de conflictos en el ámbito de derecho civil y 
mercantil, de 19 de abril de 2002. La mediación, la conci-
liación y el arbitraje son el prototipo de estos modos alter-
nativos de resolución de disputas.

Allí donde lleva lustros practicándose, la mediación se 
ha revelado como un formidable y útil método de pacifi-
cación de los conflictos familiares, particularmente los 
derivados de la ruptura de una pareja. Estos conflictos 
son peculiares por, al menos, las tres razones que señala 
la Recomendación n.º R (98) 1, sobre Mediación Familiar, 
aprobada por el Comité de Ministros del Consejo de 
Europa el 21 de enero de 1998, en la 616.ª reunión de los 
Delegados de los Ministros, documento que, pese a su 
modesto carácter normativo, ha servido para sentar las 
bases del régimen jurídico de la mediación familiar en el 
viejo continente: porque implican a personas que tienen 
relaciones de interdependencia que continuarán en el 
tiempo después de la ruptura, porque surgen en un con-
texto emocional difícil que los agrava y porque tienen 
impacto sobre todos los miembros de la familia, especial-
mente sobre los niños. Los conflictos familiares, además, 
son difícilmente resolubles, con la eficacia y la rapidez 
necesarias, por parte de los órganos judiciales, general-
mente sobrecargados de trabajo, carentes de una forma-
ción especializada en las disputas de familia y privados, 
salvo ciertos Juzgados de grandes ciudades, de los 
imprescindibles apoyos procedentes de otras profesiones 
(psicología, trabajo social...). En este contexto, es muy 
frecuente que los cónyuges perciban las medidas adopta-
das por los Juzgados sobre las consecuencias personales 
y patrimoniales derivadas de la ruptura como algo ajeno 
a ellos y alejado de sus intereses, que no ofrecen una 
solución satisfactoria a la nueva situación creada y que, 
lejos de zanjar el conflicto, a veces lo acentúan de modo 
impredecible. El propio proceso de adopción de las medi-
das presenta la rigidez propia de los procedimientos judi-
ciales, impidiendo a los Tribunales de Justicia tener un 
conocimiento cabal y completo de la particular situación 
de cada familia concreta.

La mediación constituye no sólo una benéfica forma 
de solventar los conflictos familiares, sino también, y 
sobre todo, una manera particularmente idónea para dis-
pensar, a través del acuerdo, una protección global y ade-
cuada a los hijos menores que involuntariamente se ven 
envueltos en la ruptura y afectados de modo más o menos 
intenso por sus consecuencias. De este modo, la media-
ción familiar entronca directamente con el deber que pesa 
sobre los poderes públicos impuesto por el artículo 39.1 
y 2 de la Constitución.

La mediación familiar en nuestra Comunidad Autó-
noma se configura como un servicio social especializado 
incardinable en el programa de familia, cuyo objeto según 
el artículo 11 de la Ley 3/1986, de 16 de abril, de Servicios 
Sociales de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Man-
cha, es orientar y asesorar a las familias favoreciendo el 
desarrollo de la convivencia. Esta norma, elaborada al 
amparo de los apartados 20 y 31 del artículo 31.1 del Esta-
tuto de Autonomía de Castilla-La Mancha reconoce junto 
a la gestión directa de los recursos sociales como servi-
cios públicos, la obligatoriedad de colaborar con la inicia-
tiva social privada e instituciones sin fin de lucro en la 
satisfacción de las demandas de los ciudadanos, siempre 


